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Nacido en Osuna, Sevilla (1961), estudió Derecho en la Universidad de Cádiz, 
donde también obtuvo el Doctorado. Tras su ingreso en la Carrera Judicial (1987) 
ejerció de juez –entre otros destinos– en Sanlúcar de Barrameda y Cádiz, ciudad 

en la que comenzó a impartir clases en la Facultad de Derecho. Escritor (ha publicado 
diversos libros de materia penal y artículos en los principales medios de comunicación), 
conferenciante internacional y –entre otros cargos– Vocal del Consejo General del Poder 
Judicial, actualmente es Secretario de Estado de Justicia desde hace algo más de un año, 
cargo que ha supuesto el mayor reto profesional de su brillante carrera como jurista y 
servidor público.

Timón Laboral: No cabe duda de que la última reforma procesal traerá cambios sustan-
ciales en Justicia, ¿en qué consiste la nueva oficina judicial?
Juan Carlos Campo Moreno: La aprobación de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, tiene 
una extraordinaria importancia para la Justicia española. Supone una reforma de gran ca-
lado que permitirá la efectiva implantación de la nueva oficina judicial. De hecho, se trata 
de una de las actuaciones más importante del Plan Estratégico para la Modernización de 
la Justicia, la hoja de ruta del Ministerio para esta legislatura. 
La nueva oficina judicial introduce un nuevo sistema de ordenación y distribución de los 
recursos personales y de desempeño de la actividad judicial. Este sistema se apoya en 
infraestructuras de nueva planta mediante una novedosa configuración de los edificios 
judiciales, la implantación de una innovadora organización basada en criterios de homo-
geneidad, flexibilidad y transparencia como principios que deben inspirar y gobernar la 
gestión y, por último, en la constitución de alianzas estratégicas entre todas las Adminis-
traciones con competencias sobre la materia. Todo ello permitirá mejorar la práctica de la 
actividad judicial y dar una respuesta eficaz, ágil y eficiente al ciudadano.

TL: En cuanto a los secretarios judiciales, ¿van a desempeñar un papel protagonista en la 
nueva oficina judicial?
JCC: La reorganización de la oficina judicial constituye una tarea de gran complejidad, por 
las propias particularidades que la definen en comparación a cualquier otro órgano de 
gestión. La evolución de las formas de trabajo exige nuevas estructuras con un mejor dise-
ño organizativo, no sólo porque es imprescindible para incorporar las nuevas tecnologías, 
sino porque también resulta presupuesto ineludible para prestar un servicio de calidad a 
los ciudadanos.
En esta reorganización es pieza angular de la modernización de la Justicia y en ella, sin 
duda, tiene un papel importante el cuerpo de Secretarios Judiciales. La reforma ha tratado 
de establecer un criterio lógico de distribución de competencias entre Jueces y Secreta-
rios. En este sentido, se ha pretendido descargar a los primeros de toda tarea que no sea 

Entrevista a Juan Carlos Campo Moreno, 
Secretario de Estado de Justicia

Los escudos de Hércules

Hablando de los símbolos andaluces, el Art. 3.2 de 
nuestro Estatuto de Autonomía establece que 
“Andalucía tiene escudo propio, aprobado por ley 

de su Parlamento (...)”.

La norma autonómica a la que se refiere fue la Ley 
3/1982, de 21 de diciembre, sobre el Himno y el Escu-
do de Andalucía; donde se regularon tanto la música 
–creada por Blas Infante, con letra propia, armonizada 
por José Castillo y Díaz– como la composición de su 
escudo, formado por la conocida figura de un Hércules 
prominente entre dos columnas (expresión de la fuerza 
eternamente joven del espíritu) sujetando y domando a 
dos leones que representan las fuerzas de los instintos 
animales, con una inscripción a los pies de una leyenda 
que dice Andalucía por sí, para España y la Humanidad, 
sobre el fondo de una bandera andaluza. Cierra las dos 
columnas un arco de medio punto con las palabras latinas Dominator Hércules Fundator, 
también sobre el fondo de la bandera verdiblanca.

Esta imagen tuvo su origen en los acuerdos dictados por la Asamblea de Ronda de 
1918 y suscritos por las Juntas Liberalistas de Andalucía, de 1933; es decir, que el actual 
Estatuto de Autonomía no creó nuestro escudo ex novo sino que vinculó este símbolo 
–igual que el himno o la bandera– con elementos tradicionales de honda raíz popular. 
Como dijo el propio Blas Infante –reconocido como “Padre de la Patria Andaluza” por 
nuestro Parlamento, en abril de 1983– “(...) nada vinimos a inventar. Nos hubimos de limi-
tar simplemente a reconocer, en este orden, lo creado por nuestro pueblo en justificación de 
nuestra historia”. Desde entonces, estos tres símbolos forman parte de Andalucía y son 
una “expresión inequívoca de su autonomía”.

Como resulta evidente, el escudo andaluz tomó como base la tradicional heráldica de 
la ciudad de Cádiz: sobre un campo azur (color azul), el héroe mitológico aparece de 
pie –vestido con una piel– entre dos leones y dos columnas plateadas con una cinta de 
oro donde se lee la inscripción “non plus” (derecha) y “ultra” (izquierda); es decir, “no más 
allá”, en relación a la antigua creencia de que el Estrecho de Gibraltar se correspondía 
con las Columnas de Hércules que señalaban los confines de la Tierra. Tras la conquista 
de América, el escudo español también incorporó su propia versión positiva de aquel 
lema, ya como “Plus ultra” (“más allá”) haciendo referencia, precisamente, a que sí que 
existía un nuevo mundo tras aquellas Columnas y que éste formaba parte de España.

Asimismo, el escudo gaditano se rodea del lema 
“Hercules Fundator Gadium Dominatorque” (es decir: 
“Hércules fundador y dominador de Cádiz”) que en-
tronca con el origen de nuestra ciudad, “envuelto 
en la oscuridad que se estiende, por lo comun, á la 
mayor parte de los pueblos cuya fundacion data de 
muchos siglos” –como escribió el cronista José Bisso, 
en 1868– y que se atribuye a este héroe mitológico.

Más allá de la leyenda, lo cierto es que el escudo 
gaditano viene a reflejar que la ancestral Gadir, 
Gades o Qadis es una de las ciudades más antiguas 
de Europa con un pasado que puede presumir de 
ser fenicio –el de los famosos tirios que lucharon 
contra los troyanos–, griego, cartaginés, romano, 
godo, musulmán y español.

Por Carlos Pérez Vaquero

HECHOS GADITANOS
Cumplimos 85 años de profesión

Aunque suele decirse que “El rey reina, pero no gobierna” (célebre frase pronunciada, 
a mediados del siglo XIX, por el historiador y político francés Louis Adolphe Thiers); 
este no fue el caso de Alfonso XIII, que reinó... y gobernó. En aquella monarquía 

constitucional (recordemos que la actual forma política del Estado, con Juan Carlos I, es 
una monarquía parlamentaria), el rey no quiso dejar el gobierno de la nación en manos 
de los políticos, por lo que ejerció todas las prerrogativas que la Constitución de 1876 le 
atribuía a la Corona y llegó a nombrar a más de treinta gobiernos diferentes que, a pesar 
de todo, no lograron solucionar ninguno de los grandes problemas de su tiempo: ni el 
conflicto marroquí –con el desastre de Anual– ni la trascendental cuestión social –semana 
trágica de Barcelona, huelgas y manifestaciones, etc.–.

En ese contexto, el 20 de agosto de 1925, el número 232 de la Gaceta de Madrid (antece-
dente del actual BOE) publicó un importante Real Decreto de la Presidencia del Directorio 
Militar –encabezado por el almirante Antonio Magaz y Pers– “dado en Santander, a diez 
y siete de agosto de mil novecientos veinticinco” en el que se decía que “si el Estado es una 
comunidad racional al servicio de la Justicia (...) ninguna de sus funciones tutelares es más 
propia de su verdadera esencia que la de la enseñanza” y que “la educación social no podrá 
lograrse sino a base de objetividad, iluminando los espíritus según métodos sociales”.

Como consecuencia, se reglamentó y desarrolló que “la Sección de Cultura Social del Mi-
nisterio de Trabajo, Comercio e Industria tendrá el carácter de una Escuela Social y estará a su 
cargo el servicio bibliográfico del ministerio, el archivo de estudios sociales y de industria y co-
mercio y la organización de cursos –los regulares de tres años, costaban 25 pesetas anuales; 
y se podían matricular los alumnos mayores de 16 años que, al menos, tuvieran estudios 
primarios–, conferencias –que eran gratuitas– (...) y cualquiera otra obra social que tenga 
por objeto la difusión y fomento de la cultura popular sobre materias económicas y sociales”.

Aquella primera Escuela de Madrid se extendió por el país y fue el origen –hace ahora 85 
años– de los actuales estudios de Relaciones Laborales y, por lo tanto, el germen de nues-
tra profesión de Graduado Social que, hoy en día, está formada por unos 25.000 técnicos 
en toda España, auténticos especialistas en la justicia social.

Si lo deseas, puedes consultar las tres páginas con el texto íntegro de aquel Real Decreto 
en el portal del BOE o en las siguientes direcciones:

http://www.boe.es/datos/imagenes/BOE/1925/232/A01066.tif
http://www.boe.es/datos/imagenes/BOE/1925/232/A01067.tif
http://www.boe.es/datos/imagenes/BOE/1925/232/A01068.tif

El Consejo Andaluz de Graduados 
Sociales se reúne en Cádiz

El Pleno del Consejo General Andaluz de Colegios Oficiales de Graduados Sociales se 
reunió en Cádiz los días 26 y 27 de marzo de 2010, en sesión ordinaria, bajo la presi-
dencia de su titular, Dolores Bejarano Díaz, acompañada del Presidente del Colegio 

de Cádiz, como anfitrión y Alcalde en funciones de la ciudad, José Blas Fernández Sánchez.

Entre las actividades desarrolladas por el Consejo, la Presidenta –en compañía de los 
restantes titulares de los Colegios de Andalucía, Ceuta y Melilla así como por el Teniente 
de Alcalde del Bicentenario, Juan José Ortiz Quevedo– colocó una corona de laurel 
ante la lápida en memoria de la primera sede del Tribunal Supremo. Recordemos que las 
Cortes de Cádiz instituyeron este Alto Tribunal en nuestra ciudad por imperativo del Art. 
259 de la Constitución de 1812, donde se estableció que “Habrá en la Corte un Tribunal 
que se llamará Supremo Tribunal de Justicia”; órgano que, en aquel momento, se creó en la 
capital de España, que entonces era Cádiz. Tanto el Presidente de nuestro Colegio como 
la Presidenta del Consejo andaluz quisieron resaltar de este modo la independencia de 
dicho Tribunal Supremo, como garantía de nuestro Estado de Derecho.

Dentro del programa de actos que se llevó a cabo en el Salón de Plenos del Ayuntamien-
to gaditano, se entregó la Medalla de Oro del Consejo a la ex-Presidenta del Colegio de 
Almería y, hasta ahora, Vicepresidenta del Consejo autonómico, Elvira Jiménez López, 
quien lo recibió con emoción agradeciendo “este hermoso homenaje que le tributaban los 
Colegios de Andalucía”, con los que siempre continuará colaborando, en todo aquello que 
necesiten. 
 
Asimismo, por parte del Colegio de Cádiz, se reconoció la labor y el trabajo que vienen 
desarrollando dos Graduadas Sociales colegiadas –Mª Carmen Monguió Vecino y Ana 
Mª Novo Pérez– desde sus puestos en la Administración: en la Base Naval de Rota (del 
Ministerio de Defensa) y como Delegada de Personal en el Ayuntamiento de Cádiz, res-
pectivamente. En nombre de las galardonadas, Ana Mª Novo –acompañada de su padre, 
Juan Antonio Novo Ruiz, Vicepresidente de Honor del Colegio gaditano y padrino del 
acto– tuvo ocasión de relatar algunas vivencias de su carrera profesional que siempre ha 
estado orientada hacia el mundo de lo social.
 
Finalizadas todas las intervenciones, se entregó la Corbata Constitucional para la ban-
dera de cada Colegio a los Presidentes que asistieron al acto, con el fin de que la luzcan 
en homenaje a aquella Constitución de 1812 y como recuerdo de su estancia en Cádiz. 
En 2012 se celebrará en la capital gaditana el Congreso de Graduados Sociales de An-
dalucía y se elevará al Consejo General una petición para que organice otro de ámbito 
nacional, con motivo del segundo centenario de La Pepa.
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Sudoku

La solución en el próximo 
número de Timón Laboral.

Solución del sudoku TL#09.
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estrictamente de naturaleza jurisdiccional, liberando esfuerzos para juzgar y ejecutar 
lo juzgado. Los Secretarios se consolidan, por su parte, como directores de la oficina 
judicial. 
Por supuesto, todo el sistema se basa en la confianza que merece la capacitación pro-
fesional de nuestro cuerpo de Secretarios y en sus conocimientos teóricos y prácticos 
del Derecho, muy especialmente del Derecho Procesal. Asimismo, consideramos que 
el nuevo reparto de competencias redundará en la agilización de la Administración de 
Justicia y, por lo tanto, en la calidad del servicio público que presta.

TL: ¿No cree que los trámites procesales son complejos y que alargan en exceso los 
procedimientos?
JCC: Los tiempos procesales están íntimamente ligados con los principios de seguridad 
jurídica y tutela judicial efectiva. Sin embargo, hay que evitar las dilaciones indebidas y, 
en la medida de lo posible, facilitar la tramitación más ágil y sencilla. 
Esa es la perspectiva que inspira el nuevo modelo judicial. El trabajo del Ministerio se ha 
dirigido, de un lado, a tratar de suprimir en los distintos procedimientos todos aquellos 
trámites considerados como superfluos y, de otro, a conseguir una mayor agilidad y 
rapidez en la tramitación de los procedimientos. 

TL: En la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, también se ha modificado el proceso monito-
rio, elevándose su cuantía. ¿No le parece que este aumento se ha quedado corto?
JCC: El proceso monitorio se ha venido mostrando como un proceso rápido y eficaz 
para el cobro de deudas dinerarias vencidas, exigibles y documentadas. Seguramente 
la sencillez del procedimiento y su utilidad –como forma de protección del crédito– ha 
provocado su uso masivo. De hecho, en la actualidad es el procedimiento más emplea-
do para la reclamación de cantidades. También se ha mostrado útil como una vía para 
evitar juicios declarativos contradictorios, con la consiguiente descarga de trabajo para 
los órganos jurisdiccionales. 
Esas razones justificaban una ampliación de su ámbito de aplicación y se ha decidido 
elevar la cuantía de 30.000 a 250.000 euros. Como se puede ver, es un incremento muy 
significativo. Es cierto que el proceso monitorio europeo suprime el límite cuantitativo. 
Pero hemos querido ser prudentes, comprobar el resultado del procedimiento dentro 
de ese nuevo campo de asuntos y, a la vista de su funcionamiento, decidir en su caso 
una mayor extensión.

TL: Asimismo, se han reformado diversos preceptos de la Ley de Procedimiento Laboral 
para autorizar la firma del recurso de suplicación por parte de los Graduados Sociales. 
¿Qué opinión le merece esta medida?
JCC: Efectivamente, con la nueva ley de reformas procesales, los Graduados Sociales 
podrán firmar el recurso de suplicación ante los Tribunales Superiores de Justicia.
Hace ya tiempo que los Graduados Sociales tienen por ley conferida la función de 
representación y dirección técnica del procedimiento ante la Inspección de Trabajo y 
la representación técnica de los ciudadanos ante el orden social. Son profesionales es-
pecializados cuyo trabajo en esos ámbitos ha quedado ya acreditado. Parecía por tanto 
razonable, en este momento, extender la capacidad de representación técnica de los 
Graduados Sociales hasta la suplicación.
El Ministerio de Justicia ha apoyado esa reivindicación y también lo ha hecho el Partido 
Socialista, cuyo grupo parlamentario, junto con los grupos de otros partidos, presentó 
las enmiendas que han hecho posible esta importante novedad. 

TL: Los Graduados Sociales tenían esta aspiración desde hace tiempo, pero otros colec-
tivos siempre  pusieron “chinitas” en el camino. ¿Cómo valora el reconocimiento de las 
Cortes Generales para este colectivo?
JCC: Tradicionalmente, la comunidad jurídica ha mostrado ciertas reticencias a admitir 
otros profesionales que no sean Abogados, Jueces o Fiscales. Poco a poco, sin embargo, 
se han ido afianzando nuevos profesionales jurídico, más especializados. El caso de los 
Graduados Sociales es muy significativo y su función de asesoría y representación en 
el ámbito laboral y de la Seguridad Social es muy valiosa para asegurar una adecuada 
tutela de los derechos sociales de los trabajadores, especialmente en una coyuntura de 
crisis como la que vivimos actualmente. 
Los Graduados Sociales son hoy –y cada vez más– importantes actores en el tráfico jurí-
dico. Tanto el Ministerio como las Cortes hemos reconocido su buen hacer y la confianza 
que en ellos han depositado los trabajadores. 

TL: En todo este trámite, el Presidente del Colegio de Graduados Sociales gaditano ha 
tenido un gran protagonismo y ha valorado su intervención como una de las más po-
sitivas en este asunto, por lo que siempre dejó patente que su conocimiento hacia este 
colectivo potenciaban un mejor reflejo de la figura procesal de los Graduados Sociales.
JCC: Agradezco la valoración positiva que su Presidente, José Blas Fernández, ha hecho 
de nuestro trabajo. Pero, sobre todo, quiero reconocer la activa participación en el 
proceso de modernización de la Justicia que está teniendo el Colegio de Cádiz y, en 
general, el colectivo de Graduados Sociales. 
No le queda la menor duda de que este Ministerio es plenamente consciente de 
la importancia del papel que tiene este colectivo profesional en el moderno mapa 
de profesiones jurídicas que hará posible una Administración de Justicia para el 
siglo XXI.

El pasado 19 de marzo de 2010 se celebró el Día de la Provincia en el Teatro de Las Cortes, 
de San Fernando, con motivo de la promulgación en Cádiz –un día como entonces, pero 
de 1812– de la primera Constitución Española: La Pepa. Durante la celebración de este 

acto, nuestro Colegio recibió, en manos de nuestro Presidente José Blas Fernández Sánchez, la 
Placa de Oro de la Provincia de Cádiz, otorgada por la Diputación Provincial.

La entrega estuvo presidida por Javier Rojo, Presidente del Senado; quien estuvo acompa-
ñado por toda la Corporación Provincial, encabezada por su titular, Francisco González Ca-
baña. El Diputado Juan Antonio Liaño Pazos llevó a cabo la tradicional laudatio de nuestro 
Colegio, reflejando los valores del colectivo de los Graduados Sociales; sus logros, proyectos y 
trabajo, todo lo que nos ha hecho merecedores de este reconocimiento provincial.

Desde estas líneas, queremos agradecer a la Diputación Provincial su distinción y es-
peramos seguir contribuyendo a mejorar las relaciones jurídico-laborales de nuestra 
provincia para lograr su mayor desarrollo. 

Timón Lab  ral
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TRABAJAR A TIEMPO PARCIAL

Entre las medidas que se han planteado para superar la grave situación de crisis que atrave-
samos, o al menos para paliar los efectos que la misma ha originado en cuanto a la destruc-
ción de empleo, está la potenciación del trabajo a tiempo parcial. Tanto para mantener los 

puestos de trabajo existentes, adecuándolos a la disminución de la producción que ha generado 
la reducción del consumo y que requiere una reestructuración de las plantillas de las empresas, 
así como instrumento generador de nuevas contrataciones adaptadas a las verdaderas deman-
das de mano de obra.

En cuanto a la reestructuración de las plantillas, ésta puede suponer la extinción de las relacio-
nes laborales, en un primer estadio de aquéllas de naturaleza temporal de carácter estructural 
y sobre todo las realizadas para atender circunstancias de la producción que no se verán pro-
rrogadas al concluir la duración inicial pactada ni transformadas en indefinidas ante la falta de 
consolidación del puesto de trabajo y las celebradas con trabajadores para la realización de una 
obra o servicio determinado, cuando al finalizar la obra o servicio para el que fueron contratados, 
no requieran una nueva contratación ante la inexistencia de nuevas obras o servicios.

Si, realizada está primera reducción mediante la no prolongación de las contrataciones tem-
porales, se mantiene la situación de inadecuación de la plantilla a las necesidades de mano de 
obra, habrá que afrontar un segundo estadio mediante la extinción de las relaciones laborales 
indefinidas.

Esta extinción de las relaciones laborales en atención a las circunstancias económicas o pro-
ductivas que tienen su origen en la crisis supone para las empresas una carga añadida pues si 
bien esta opción está prevista legalmente en el artículo 49 del Estatuto de los Trabajadores, su 
régimen jurídico implica el pago de una indemnización a los trabajadores afectados, en cuantía 
variable dependiendo de la calificación judicial que se le dé a la decisión empresarial y a la natu-
raleza de la relación laboral extinguida.

Esta obligación de asumir el pago de indemnizaciones, que en empresas de menos de 25 traba-
jadores puede ser parcialmente asumida por el FOGASA, no ayuda a superar una situación tem-
poral de crisis por lo que la inviabilidad económica de la reducción de plantilla puede acarrear 
en no pocos casos el cierre total de la empresa.   

Así, nos encontramos con que una posibilidad para reducir el coste laboral adecuándolo a las 
necesidades reales de producción es acudir a una reducción de jornada, distribuida o repartida 
entre todos los trabajadores, o al menos entre aquellos puestos de trabajo homogéneos. Consi-
guiendo con ello evitar la extinción de las relaciones laborales y por lo tanto el pago de indem-
nizaciones y consecuentemente mantener la actividad empresarial.

Esta reducción de jornada puede lograrse o pactarse con los trabajadores mediante una mo-
dificación de las condiciones de trabajo. Pacto que será válido en caso de alcanzarse a nivel 
individual, a tenor de lo establecido en el artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores. Si bien la 
realidad, y salvo en atención a causas personales y familiares transitorias o permanentes que más 
tienen que ver con la conciliación de la vida familiar y laboral que con la superación de una situa-
ción de crisis, se hace impensable a priori que los trabajadores estén dispuestos a ver reducida 
su jornada laboral, y por tanto, su salario.

Por ello, el mecanismo correcto para establecer una reducción de jornada de carácter colectivo 
por causas económicas o productivas será la tramitación de un Expediente de Regulación de 
Empleo o de modificaciones de las condiciones de trabajo (ERE) que permite a los trabajadores 
afectados por la reducción de jornada y de salario percibir prestaciones por desempleo por los 
períodos de inactividad si la reducción supone al menos una tercera parte de la jornada ordina-
ria de trabajo y la misma se pacta con carácter temporal para mejorar la situación de la empresa 
a través de una reorganización de los recursos.

Este ERE, que se tramita ante la Autoridad Laboral competente,  requiere un período previo de 
consultas con los representantes de los trabajadores y una resolución favorable autorizando la 
reducción de jornada y declarando la situación legal de desempleo de los trabajadores afecta-
dos cuando quede acreditado que la medida va a favorecer la posición competitiva de la empre-
sa en el mercado o adecuar su respuesta a las exigencias de la demanda. 

A la hora de plantear la reducción de jornada, se presentan dos posibilidades, una primera sería 
que todos los trabajadores afectados por el ERE siguieran prestando servicios el mismo número 
de días que venían realizando pero en un número de horas inferior o una segunda que se com-
binaran días de trabajo efectivos con días completos de inactividad.

La diferencia no es intrascendente al estar conectada la distribución de la jornada de trabajo 
con la duración de prestaciones de desempleo. Así, para el caso de un trabajador al que se le 
reconozca una prestación por desempleo de 180 días, que correspondería a un período previo 
cotizado de 540 a 719 días, si presta servicios todos los días en jornada reducida a la mitad, sólo 
podrá permanecer en dicha situación durante seis meses. Mientras que si presta servicios sólo en 
días alternos a jornada completa el período de ERE podría prolongarse a 360 días.

Placa de oro de la provincia 
a nuestro Colegio 

Conferencia sobre los estudios de Gra-
duado Social en la provincia de Cádiz

Manuel Carlos Raposo Lagóstena disertó sobre el funcionamiento de los Colegios de 
Graduados Sociales, relatando cómo esta Corporación, sustentada en la Ley de Co-
legios Profesionales, lleva a cabo su labor y matizó cuanto al respecto establecen los 

Estatutos, su Código Deontológico y la normativa que los regula.

Jornada sobre el papel del Graduado So-
cial en las relaciones laborales y en la 
Jurisdicción del Orden Social

El Magistrado de la Sala IV del Tribunal Supremo, José Manuel López García de la Serrana que llevó 
a cabo esta ponencia el pasado 26 de febrero, destacó la alta formación jurídica que vienen desa-
rrollando los Graduados Sociales en sus competencias procesales.

Por otra parte, como ya hemos indicado, la utili-
zación de la contratación a tiempo parcial tam-
bién puede ser útil, no sólo para mantener a los 
trabajadores vinculados a la empresa con con-
tratos indefinidos sin extinguir sus relaciones 
laborales sino también para generar un aumen-
to de la contratación indefinida con reducción 
de jornada adecuada a las necesidades reales 
de mano de obra. Así, se incluye en los progra-
mas de fomento del empleo la incentivación 
mediante bonificaciones en las cuotas no solo 
de los contratos celebrados a jornada completa 
sino también parcial.

Ahora bien el legislador debería aprovechar estas 
reformas, que se han planteado, para corregir lo 
que a todas luces parece una penalización a los 
trabajadores contratados a tiempo parcial que 
carece de justificación, respecto del tratamiento 
que se contempla en el pago de sus prestaciones 
por desempleo.

Para analizar lo anterior primero tenemos que 
remitirnos a las normas de cotización. Así, se es-
tablece que la base de cotización para todos los 
trabajadores incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social, que son la inmensa 
mayoría de los trabajadores por cuenta ajena de este país, estará integrada por la totali-
dad de la remuneración que perciban mensualmente o que en su caso tengan derecho 
a percibir. Esta cantidad mensual se debe de incrementar con la parte proporcional que 
corresponda por pagas extraordinarias y otros conceptos de devengo superior al men-
sual o no periódicos pero que se perciben dentro del año. 

Este enunciado se aplica tanto a los trabajadores a jornada completa como a los trabaja-
dores a tiempo parcial. Si bien las diferencias de tratamiento se establecen cuando anual-
mente se señala un tope mínimo de cotización por debajo del mismo no se puede cotizar 
aunque el salario percibido sea inferior, hecho bastante improbable al estar calculado 
conforme al salario mínimo interprofesional fijado cada año.

Ahora bien al igual que se establece un tope o base mínima también se establece un 
tope o base máxima y si bien respecto al tope mínimo se diferencia entre trabajado-
res con contrato a tiempo completo y trabajadores a tiempo parcial, respecto al tope 
máximo la norma no establece distinción, aplicándose el mismo para ambas modali-
dades de contratación. Así dos trabajadores con jornadas diferentes, una completa y 
otra parcial, pueden declarar bases de cotización idénticas, siempre que sus retribu-
ciones mensuales incrementadas con la parte proporcional de pagas extraordinarias 
sean las iguales.

Pues bien la propia Ley General de la Seguridad Social define la contingencia de 
desempleo como aquella situación en que se encuentra el trabajador que pudiendo 
y queriendo trabajar pierde su empleo o ve reducida su jornada ordinaria y  fija como 
objeto de la protección por desempleo, en su nivel contributivo, el proporcionar al 
trabajador desempleado prestaciones sustitutivas de las rentas de salario dejadas de 
percibir.

Por eso no se entiende bien porque, si a la hora de regular el modo de cálculo de la 
prestación por desempleo, tanto para los trabajadores a jornada completa como para 
los trabajadores a jornada parcial, se toma el promedio de las bases de cotización de 
los últimos 180 días de ocupación cotizada y se aplica el mismo porcentaje, luego 
se fija una cuantía máxima de prestación por desempleo en función del número de 
hijos a cargo referenciada al IPREM (Indicador Público de Rentas de Efectos Múltiples) 
que para el caso de pérdida de un empleo parcial se tomará en función de las horas 
trabajadas.

Así puede suceder que dos trabajadores que vengan cotizando por unas bases de coti-
zación de 1.500,00 euros mensuales e idénticas circunstancias familiares, uno a jornada 
completa y otro a media jornada, si ven perdidos sus respectivos trabajos no perciban 
igual cuantía de prestación por desempleo.

Para concluir sólo indicar que cualquier medida que pretenda flexibilizar el mercado 
de trabajo para estimular la contratación debe ser estudiada y debatida sin ningún 
prejuicio ni rechazo previo, si bien requerirá un análisis en conjunto para ponderar su 
verdadero alcance.

Por Jose Ignacio Bonmatí Martínez Subinspector de Empleo y Seguridad Social (SESS)
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Nacido en Osuna, Sevilla (1961), estudió Derecho en la Universidad de Cádiz, 
donde también obtuvo el Doctorado. Tras su ingreso en la Carrera Judicial (1987) 
ejerció de juez –entre otros destinos– en Sanlúcar de Barrameda y Cádiz, ciudad 

en la que comenzó a impartir clases en la Facultad de Derecho. Escritor (ha publicado 
diversos libros de materia penal y artículos en los principales medios de comunicación), 
conferenciante internacional y –entre otros cargos– Vocal del Consejo General del Poder 
Judicial, actualmente es Secretario de Estado de Justicia desde hace algo más de un año, 
cargo que ha supuesto el mayor reto profesional de su brillante carrera como jurista y 
servidor público.

Timón Laboral: No cabe duda de que la última reforma procesal traerá cambios sustan-
ciales en Justicia, ¿en qué consiste la nueva oficina judicial?
Juan Carlos Campo Moreno: La aprobación de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, tiene 
una extraordinaria importancia para la Justicia española. Supone una reforma de gran ca-
lado que permitirá la efectiva implantación de la nueva oficina judicial. De hecho, se trata 
de una de las actuaciones más importante del Plan Estratégico para la Modernización de 
la Justicia, la hoja de ruta del Ministerio para esta legislatura. 
La nueva oficina judicial introduce un nuevo sistema de ordenación y distribución de los 
recursos personales y de desempeño de la actividad judicial. Este sistema se apoya en 
infraestructuras de nueva planta mediante una novedosa configuración de los edificios 
judiciales, la implantación de una innovadora organización basada en criterios de homo-
geneidad, flexibilidad y transparencia como principios que deben inspirar y gobernar la 
gestión y, por último, en la constitución de alianzas estratégicas entre todas las Adminis-
traciones con competencias sobre la materia. Todo ello permitirá mejorar la práctica de la 
actividad judicial y dar una respuesta eficaz, ágil y eficiente al ciudadano.

TL: En cuanto a los secretarios judiciales, ¿van a desempeñar un papel protagonista en la 
nueva oficina judicial?
JCC: La reorganización de la oficina judicial constituye una tarea de gran complejidad, por 
las propias particularidades que la definen en comparación a cualquier otro órgano de 
gestión. La evolución de las formas de trabajo exige nuevas estructuras con un mejor dise-
ño organizativo, no sólo porque es imprescindible para incorporar las nuevas tecnologías, 
sino porque también resulta presupuesto ineludible para prestar un servicio de calidad a 
los ciudadanos.
En esta reorganización es pieza angular de la modernización de la Justicia y en ella, sin 
duda, tiene un papel importante el cuerpo de Secretarios Judiciales. La reforma ha tratado 
de establecer un criterio lógico de distribución de competencias entre Jueces y Secreta-
rios. En este sentido, se ha pretendido descargar a los primeros de toda tarea que no sea 

Entrevista a Juan Carlos Campo Moreno, 
Secretario de Estado de Justicia

Los escudos de Hércules

Hablando de los símbolos andaluces, el Art. 3.2 de 
nuestro Estatuto de Autonomía establece que 
“Andalucía tiene escudo propio, aprobado por ley 

de su Parlamento (...)”.

La norma autonómica a la que se refiere fue la Ley 
3/1982, de 21 de diciembre, sobre el Himno y el Escu-
do de Andalucía; donde se regularon tanto la música 
–creada por Blas Infante, con letra propia, armonizada 
por José Castillo y Díaz– como la composición de su 
escudo, formado por la conocida figura de un Hércules 
prominente entre dos columnas (expresión de la fuerza 
eternamente joven del espíritu) sujetando y domando a 
dos leones que representan las fuerzas de los instintos 
animales, con una inscripción a los pies de una leyenda 
que dice Andalucía por sí, para España y la Humanidad, 
sobre el fondo de una bandera andaluza. Cierra las dos 
columnas un arco de medio punto con las palabras latinas Dominator Hércules Fundator, 
también sobre el fondo de la bandera verdiblanca.

Esta imagen tuvo su origen en los acuerdos dictados por la Asamblea de Ronda de 
1918 y suscritos por las Juntas Liberalistas de Andalucía, de 1933; es decir, que el actual 
Estatuto de Autonomía no creó nuestro escudo ex novo sino que vinculó este símbolo 
–igual que el himno o la bandera– con elementos tradicionales de honda raíz popular. 
Como dijo el propio Blas Infante –reconocido como “Padre de la Patria Andaluza” por 
nuestro Parlamento, en abril de 1983– “(...) nada vinimos a inventar. Nos hubimos de limi-
tar simplemente a reconocer, en este orden, lo creado por nuestro pueblo en justificación de 
nuestra historia”. Desde entonces, estos tres símbolos forman parte de Andalucía y son 
una “expresión inequívoca de su autonomía”.

Como resulta evidente, el escudo andaluz tomó como base la tradicional heráldica de 
la ciudad de Cádiz: sobre un campo azur (color azul), el héroe mitológico aparece de 
pie –vestido con una piel– entre dos leones y dos columnas plateadas con una cinta de 
oro donde se lee la inscripción “non plus” (derecha) y “ultra” (izquierda); es decir, “no más 
allá”, en relación a la antigua creencia de que el Estrecho de Gibraltar se correspondía 
con las Columnas de Hércules que señalaban los confines de la Tierra. Tras la conquista 
de América, el escudo español también incorporó su propia versión positiva de aquel 
lema, ya como “Plus ultra” (“más allá”) haciendo referencia, precisamente, a que sí que 
existía un nuevo mundo tras aquellas Columnas y que éste formaba parte de España.

Asimismo, el escudo gaditano se rodea del lema 
“Hercules Fundator Gadium Dominatorque” (es decir: 
“Hércules fundador y dominador de Cádiz”) que en-
tronca con el origen de nuestra ciudad, “envuelto 
en la oscuridad que se estiende, por lo comun, á la 
mayor parte de los pueblos cuya fundacion data de 
muchos siglos” –como escribió el cronista José Bisso, 
en 1868– y que se atribuye a este héroe mitológico.

Más allá de la leyenda, lo cierto es que el escudo 
gaditano viene a reflejar que la ancestral Gadir, 
Gades o Qadis es una de las ciudades más antiguas 
de Europa con un pasado que puede presumir de 
ser fenicio –el de los famosos tirios que lucharon 
contra los troyanos–, griego, cartaginés, romano, 
godo, musulmán y español.

Por Carlos Pérez Vaquero

HECHOS GADITANOS
Cumplimos 85 años de profesión

Aunque suele decirse que “El rey reina, pero no gobierna” (célebre frase pronunciada, 
a mediados del siglo XIX, por el historiador y político francés Louis Adolphe Thiers); 
este no fue el caso de Alfonso XIII, que reinó... y gobernó. En aquella monarquía 

constitucional (recordemos que la actual forma política del Estado, con Juan Carlos I, es 
una monarquía parlamentaria), el rey no quiso dejar el gobierno de la nación en manos 
de los políticos, por lo que ejerció todas las prerrogativas que la Constitución de 1876 le 
atribuía a la Corona y llegó a nombrar a más de treinta gobiernos diferentes que, a pesar 
de todo, no lograron solucionar ninguno de los grandes problemas de su tiempo: ni el 
conflicto marroquí –con el desastre de Anual– ni la trascendental cuestión social –semana 
trágica de Barcelona, huelgas y manifestaciones, etc.–.

En ese contexto, el 20 de agosto de 1925, el número 232 de la Gaceta de Madrid (antece-
dente del actual BOE) publicó un importante Real Decreto de la Presidencia del Directorio 
Militar –encabezado por el almirante Antonio Magaz y Pers– “dado en Santander, a diez 
y siete de agosto de mil novecientos veinticinco” en el que se decía que “si el Estado es una 
comunidad racional al servicio de la Justicia (...) ninguna de sus funciones tutelares es más 
propia de su verdadera esencia que la de la enseñanza” y que “la educación social no podrá 
lograrse sino a base de objetividad, iluminando los espíritus según métodos sociales”.

Como consecuencia, se reglamentó y desarrolló que “la Sección de Cultura Social del Mi-
nisterio de Trabajo, Comercio e Industria tendrá el carácter de una Escuela Social y estará a su 
cargo el servicio bibliográfico del ministerio, el archivo de estudios sociales y de industria y co-
mercio y la organización de cursos –los regulares de tres años, costaban 25 pesetas anuales; 
y se podían matricular los alumnos mayores de 16 años que, al menos, tuvieran estudios 
primarios–, conferencias –que eran gratuitas– (...) y cualquiera otra obra social que tenga 
por objeto la difusión y fomento de la cultura popular sobre materias económicas y sociales”.

Aquella primera Escuela de Madrid se extendió por el país y fue el origen –hace ahora 85 
años– de los actuales estudios de Relaciones Laborales y, por lo tanto, el germen de nues-
tra profesión de Graduado Social que, hoy en día, está formada por unos 25.000 técnicos 
en toda España, auténticos especialistas en la justicia social.

Si lo deseas, puedes consultar las tres páginas con el texto íntegro de aquel Real Decreto 
en el portal del BOE o en las siguientes direcciones:

http://www.boe.es/datos/imagenes/BOE/1925/232/A01066.tif
http://www.boe.es/datos/imagenes/BOE/1925/232/A01067.tif
http://www.boe.es/datos/imagenes/BOE/1925/232/A01068.tif

El Consejo Andaluz de Graduados 
Sociales se reúne en Cádiz

El Pleno del Consejo General Andaluz de Colegios Oficiales de Graduados Sociales se 
reunió en Cádiz los días 26 y 27 de marzo de 2010, en sesión ordinaria, bajo la presi-
dencia de su titular, Dolores Bejarano Díaz, acompañada del Presidente del Colegio 

de Cádiz, como anfitrión y Alcalde en funciones de la ciudad, José Blas Fernández Sánchez.

Entre las actividades desarrolladas por el Consejo, la Presidenta –en compañía de los 
restantes titulares de los Colegios de Andalucía, Ceuta y Melilla así como por el Teniente 
de Alcalde del Bicentenario, Juan José Ortiz Quevedo– colocó una corona de laurel 
ante la lápida en memoria de la primera sede del Tribunal Supremo. Recordemos que las 
Cortes de Cádiz instituyeron este Alto Tribunal en nuestra ciudad por imperativo del Art. 
259 de la Constitución de 1812, donde se estableció que “Habrá en la Corte un Tribunal 
que se llamará Supremo Tribunal de Justicia”; órgano que, en aquel momento, se creó en la 
capital de España, que entonces era Cádiz. Tanto el Presidente de nuestro Colegio como 
la Presidenta del Consejo andaluz quisieron resaltar de este modo la independencia de 
dicho Tribunal Supremo, como garantía de nuestro Estado de Derecho.

Dentro del programa de actos que se llevó a cabo en el Salón de Plenos del Ayuntamien-
to gaditano, se entregó la Medalla de Oro del Consejo a la ex-Presidenta del Colegio de 
Almería y, hasta ahora, Vicepresidenta del Consejo autonómico, Elvira Jiménez López, 
quien lo recibió con emoción agradeciendo “este hermoso homenaje que le tributaban los 
Colegios de Andalucía”, con los que siempre continuará colaborando, en todo aquello que 
necesiten. 
 
Asimismo, por parte del Colegio de Cádiz, se reconoció la labor y el trabajo que vienen 
desarrollando dos Graduadas Sociales colegiadas –Mª Carmen Monguió Vecino y Ana 
Mª Novo Pérez– desde sus puestos en la Administración: en la Base Naval de Rota (del 
Ministerio de Defensa) y como Delegada de Personal en el Ayuntamiento de Cádiz, res-
pectivamente. En nombre de las galardonadas, Ana Mª Novo –acompañada de su padre, 
Juan Antonio Novo Ruiz, Vicepresidente de Honor del Colegio gaditano y padrino del 
acto– tuvo ocasión de relatar algunas vivencias de su carrera profesional que siempre ha 
estado orientada hacia el mundo de lo social.
 
Finalizadas todas las intervenciones, se entregó la Corbata Constitucional para la ban-
dera de cada Colegio a los Presidentes que asistieron al acto, con el fin de que la luzcan 
en homenaje a aquella Constitución de 1812 y como recuerdo de su estancia en Cádiz. 
En 2012 se celebrará en la capital gaditana el Congreso de Graduados Sociales de An-
dalucía y se elevará al Consejo General una petición para que organice otro de ámbito 
nacional, con motivo del segundo centenario de La Pepa.
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Sudoku

La solución en el próximo 
número de Timón Laboral.

Solución del sudoku TL#09.
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